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INFORME No. 140/10
PETICIÓN 4357-02
ADMISIBILIDAD

FAMILIA DE JOSÉ LEONARDO ABRIL ARMIJOS

ECUADOR
1º de noviembre de 2010

I.
RESUMEN
1. El 16 de octubre de 2002 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o la “CIDH”) recibió una petición presentada por José Eliseo Abril Guzmán y Diego Delgado Jara (en adelante “los peticionarios”) en la cual se alega la responsabilidad de la República de Ecuador (en adelante “el Estado” o “el Estado ecuatoriano”) por la falta de diligencia de las autoridades judiciales en la investigación y sanción de los responsables de la muerte de su hijo, José Leonardo Abril Armijos, en un accidente vehicular ocurrido el 24 de febrero de 1997 en el cantón Saraguro, en la vía que conduce de la ciudad de Loja a Cuenca, así como la consecuente imposibilidad de conseguir una reparación por el daño sufrido.
2. El peticionario alega que el Estado es responsable por la violación de los derechos al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la integridad personal, a las garantías judiciales, a la propiedad privada, a la igualdad ante la ley y a la protección judicial, consagrados en los artículos 3, 5, 8, 21, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante ”la Convención Americana”), todos ellos en concordancia con la obligación general de respetar y garantizar los derechos, prevista en el artículo 1(1) del mismo Tratado.  Asimismo, alega que el Estado vulneró los derechos contemplados en los artículos II, VI, XIV, XVII, XVIII, XXIII, XXIV, XXX, XXXIII y XXXVII de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (en adelante “la Declaración Americana”), así como los derechos establecidos en los artículos 1, 2, 6, 7, 8 y 10 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos.
3. El Estado alega que los reclamos de los peticionarios son inadmisibles en vista de que la petición fue presentada tras el vencimiento del plazo establecido en el artículo 46(1)(b) de la Convención Americana y asimismo que se habría incumplido con el requisito del previo agotamiento de los recursos internos, previsto en el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana.  Por su parte los peticionarios sostienen que la petición es admisible en vista de que los recursos internos habrían sido agotados de conformidad con el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana.
4. Tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento con los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió declarar admisibles los reclamos sobre la presunta violación de los artículos 8(1) y 25 en concordancia con el artículo 1(1) de la Convención Americana, notificar a las partes y ordenar la publicación del informe en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5. La CIDH registró el reclamo bajo el número 4357-02 y tras efectuar un análisis preliminar de la petición, el 25 de abril de 2005 procedió a transmitir copia de las partes pertinentes al Estado, con un plazo de dos meses para presentar sus observaciones.  El 1º de septiembre de 2009 la CIDH reiteró al Estado su solicitud de observaciones.  El Estado presentó sus observaciones el 19 de octubre de 2009, las cuales fueron trasladadas a los peticionarios para sus observaciones.  

6. El 19 de noviembre de 2009 la Comisión recibió las observaciones de los peticionarios, las cuales fueron transmitidas al Estado para sus observaciones.  El 22 de enero de 2010 el Estado presentó sus observaciones.  El 25 de marzo de 2010 los peticionarios presentaron información adicional, la cual fue remitida al Estado para sus observaciones.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A.
Posición de los peticionarios
7. Los peticionarios indican que José Eliseo Abril Guzmán habría adquirido junto con su esposa Rosa Esperanza Armijos, un bus de marca Mercedes Benz, el cual entregó como aporte económico, en su calidad de socio, a la Cooperativa de Transportes Pullman Viajeros.  Alegan que el 24 de febrero de 1997 el hijo de José Eliseo Abril Guzmán, José Leonardo Abril Armijos, conducía el bus en dirección a la ciudad de Cuenca, provincia de Loja en compañía de tres personas.  Indican que en dicho trayecto, cerca del poblado de Urdaneta, en el cantón Saraguro, y siendo aproximadamente las 11:30 PM, el bus habría sido impactado por un trailer de marca Volvo que llevaba una carga de 35 toneladas de cemento.  Indican que el trailer, cuyo conductor se habría dado a la fuga tras el accidente, habría arrastrado al bus por sesenta metros y como consecuencia éste habría quedado destruido en su integridad y sus cuatro ocupantes habrían fallecido.
8. Indican que el 25 de febrero de 1997 el Juzgado Segundo Provincial de Tránsito de Loja dispuso la práctica del levantamiento, identificación, reconocimiento exterior y autopsia a los fallecidos y el reconocimiento del lugar del accidente y de los vehículos accidentados con intervención de peritos oficiales de la Policía Nacional de Loja.  Alegan que el 26 de febrero de 1997 el Juzgado Segundo Provincial de Tránsito de Loja procedió nombrar dos peritos Oficiales de la Policía Nacional de Loja y se llevó a cabo la diligencia de reconocimiento del lugar del accidente.  Sostienen que el informe rendido por los peritos concluyó que 

se presume que el participante (1) [trailer Volvo] invade el carril del participante (2) [bus Mercedes Benz] y al percatarse de la presencia de este realiza una maniobra evasiva, produciéndose un choque frontal lateral en los dos tercios de los dos móviles […].  Se fundamenta un posible exceso de velocidad, tomando en cuenta la carga del móvil (1) y la distancia que arrastra a móvil (2) en sentido contrario a su inercia de viaje.
9. Alegan que el 3 de marzo de 1997 el Juzgado Segundo Provincial de Tránsito de Loja dictó auto cabeza de proceso contra autores, cómplices y encubridores que se determinen en el transcurso del proceso y dispuso la práctica de diversas diligencias.  El 10 de marzo de 1997 el Juzgado Segundo se hizo extensivo el proceso en contra del conductor del trailer Volvo y dictó orden de prisión preventiva en su contra, la cual no se hizo efectiva por encontrarse prófugo.  El 30 de marzo de 1997 el representante legal de la Cooperativa de Transportes Pullman Viajeros presentó una acusación particular contra el dueño del trailer Volvo y el conductor del mismo, la cual fue aceptada el 8 de abril de 1997.
10. Sostienen que el 15 de octubre de 1997 el Agente Fiscal Segundo de Tránsito de Loja profirió resolución de acusación contra el conductor del trailer Volvo en calidad de autor de los punibles establecidos en el artículo 75 en relación con el artículo 70 literales b y c de la Ley de Tránsito y Transporte
.  El 12 de noviembre de 1997 se convocó a audiencia oral y pública de juzgamiento, sin embargo la convocatoria se dejó sin efecto el 24 de noviembre de 1997 en vista de que el encausado continuaba prófugo.  En ese mismo acto el Juzgado Segundo declaró la suspensión del procedimiento penal de tránsito, sin perjuicio de que el encausado sea aprehendido para que responda ante la justicia.  El 26 de noviembre de 1997 los acusadores particulares solicitaron la revocatoria del auto de suspensión del proceso, la cual fue denegada por el Juez Segundo el 1º de diciembre de 1997.
11. El 4 de diciembre de 1997 los acusadores particulares apelaron la denegación de la revocatoria, la cual fue denegada el 9 de diciembre de 1997.  El 10 de diciembre los acusadores particulares interpusieron recurso de hecho contra las resoluciones de 24 de noviembre y 1º de diciembre de 1997, el cual fue concedido el 16 de diciembre de 1997 ante la Corte Superior de Justicia de Loja.  El 24 de marzo de 1998 la Corte Superior de Justicia de Loja declaró la nulidad de lo actuado a partir del folio 109 inclusive, en vista de que el Gerente de la Cooperativa de Transportes Pullman Viajeros, una persona extraña al proceso, ya que el vehículo era de propiedad de José Eliseo Abril Guzmán y su esposa, intervino en el proceso como acusador particular sin haber rendido caución de temeridad, lo cual según la Corte habría constituido una violación del procedimiento que puede influir en la decisión de la causa.
12. El 14 de diciembre de 1998 avocó conocimiento de la causa el Juez Primero Provincial de Tránsito de Loja.  Alegan que el 25 de marzo de 2002, transcurrido un término superior a cinco años de dictado el auto cabeza de proceso, el Juez Primero Provincial de Tránsito de Loja declaró la prescripción de la acción a favor del conductor del trailer y ordenó el archivo de la causa.  Los peticionarios alegan que de dicha decisión habrían sido notificados algunos de los concurrentes, salvo ellos y que se habrían enterado de la decisión del Juzgado por medio de otras personas en octubre de 2002.  Los peticionarios alegan que el Estado no tomó las medidas necesarias, más allá de dictar diversas órdenes de captura, a fin de localizar y someter a su jurisdicción al conductor del trailer, aún cuando éste participó activamente, a través de su defensor, de la investigación penal.  
13. Alegan que en contravención con la Ley de Tránsito y Transporte Terrestre
, el dueño del trailer nunca fue acusado penalmente a pesar de ser co-responsable de los hechos en vista de que es “uno de los ciudadanos más acaudalados de Loja […] y diputado alterno del gobierno de turno”.  Asimismo, sostienen que el Juzgado habría impedido la participación de la presunta víctima en el proceso, ya que nombró a una procuradora común que debía comparecer a nombre de todos los acusadores a pesar de que esta persona vivía en la provincia amazónica de Zamora, la cual se encontraría a una gran distancia de donde se llevaba a cabo el proceso.
14. Como correlato, los peticionarios alegan que el 27 de enero de 1998 interpusieron una denuncia por prevaricato ante la Corte Superior de Justicia de Loja contra el titular del Juzgado Segundo.  Indican que el 13 de enero de 1999 la Corte Superior de Justicia de Loja dictó auto de sobreseimiento definitivo del proceso.  Alegan que interpusieron un recurso de apelación y el 8 de junio de 1999 la Primera Sala de la Corte Superior de Justicia confirmó la decisión apelada.
15. En suma, los peticionarios alegan que el Estado es responsable por la violación de los derechos a al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la integridad personal, a las garantías judiciales, a la propiedad privada, a la igualdad ante la ley y a la protección judicial, consagrados en los artículos 3, 5, 8, 21, 24 y 25 de la Convención, todos ellos en concordancia con la obligación general de respetar y garantizar los derechos, prevista en el artículo 1(1) del mismo Tratado.  Asimismo, alega que el Estado ecuatoriano vulneró los derechos contemplados en los artículos II, VI, XIV, XVII, XVIII, XXIII, XXIV, XXX, XXXIII y XXXVII de la Declaración Americana, así como los derechos establecidos en los artículos 1, 2, 6, 7, 8 y 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos.
16. Los peticionarios alegan que la denegación de justicia en el presente caso ha tenido graves consecuencias sobre los padres, hermana, compañera sentimental e hija de la presunta víctima, la cual estaba recién nacida al momento del accidente.
17. En cuanto al cumplimiento con el requisito del previo agotamiento de los recursos internos, previsto en el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana, los peticionarios alegan que no existe ningún recurso al cual puedan acudir, puesto que ya se encuentran agotados.

18. En cuanto al argumento del Estado que señala que los peticionarios podrían haber interpuesto los recursos de apelación o nulidad (ver infra III.B Posición del Estado), los peticionarios alegan que los plazos para presentar dichos recursos habrían vencido sin que los presentaran porque no fueron notificados de la decisión de prescripción de la causa.  Asimismo, en cuanto al argumento del Estado relativo al incumplimiento del requisito del artículo 46(1)(b) de la Convención Americana (ver infra III.B Posición del Estado), los peticionarios sostienen que en vista de que la resolución de prescripción no les habría sido notificada en tiempo, el plazo de los seis meses no debería ser tomado en cuenta.
B. Posición del Estado

19. El Estado alega, en primer término, que el reclamo de los peticionarios es inadmisible, ya que la petición no fue presentada dentro del plazo de los seis meses establecido en el artículo 46(1)(b) de la Convención Americana.  Al respecto, señala que la decisión que habría agotado los recursos internos fue la resolución de prescripción de la causa dictada, conforme a los requisitos legales, el 25 de marzo de 2002 por el Juzgado Segundo de Tránsito de la Provincia de Loja y que la petición habría sido presentada ante la Comisión el 16 de octubre de 2002, es decir casi siete meses después.
20. En segundo término, el Estado sostiene que la petición también es inadmisible en vista de que no se han agotado los recursos previstos en la jurisdicción interna, según exige el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana.  Concretamente, señala que los peticionarios podrían haber interpuesto el recurso de apelación contra el auto de prescripción o el recurso de nulidad del proceso.
21. En cuanto al recurso de apelación, el Estado sostiene que de conformidad con el artículo 348 del Código de Procedimiento Penal de 1983, aplicable de forma supletoria a la Ley de Tránsito y Transporte, procede el recurso de apelación respecto de los autos de prescripción que ponen fin al proceso.  En cuanto al recurso de nulidad, señala que el artículo 123 de la Ley de Tránsito
 y la Sección Tercera del Título IV, Libro Cuarto del Código de Procedimiento Penal establecen las causales de nulidad respecto de las cuales los peticionarios podrían haber interpuesto el recurso.
22. El Estado señala además que el mero hecho de que un recurso interno no produzca un resultado favorable al reclamante no demuestra, por sí solo, la inexistencia o el agotamiento de todos los recursos internos eficaces, pues podría ocurrir, por ejemplo, que el reclamante no hubiera acudido oportunamente al procedimiento apropiado
.  En ese sentido, afirma que el proceso, el cual hasta el momento ha culminado con el auto de prescripción, se desarrolló conforme a las garantías judiciales establecidas en la Convención Americana.  En vista de los argumentos anteriores el Estado solicita que la Comisión declare la inadmisibilidad del reclamo de los peticionarios y proceda al archivo del expediente.
IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A.
Competencia ratione materiae, ratione personae, ratione temporis y ratione loci de la Comisión 

23. Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presunta víctima a una persona individual, a quien el Estado ecuatoriano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Ecuador es un Estado parte de la Convención Americana desde el 28 de diciembre de 1977, fecha en que depositó su instrumento de ratificación.  Por lo tanto la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.

24. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Ecuador, Estado Parte en dicho tratado.  La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
25. Con respecto a los alegatos sobre violaciones de la Declaración Americana, en atención a lo dispuesto en el Estatuto de la Comisión y el artículo 23 de su Reglamento, la Comisión goza, en principio, de competencia ratione materiae para examinar violaciones de los derechos consagrados por dicha Declaración
.  Sin embargo, la CIDH ha establecido previamente
 que una vez que la Convención Americana entra en vigor en relación con un Estado, es dicho instrumento --no la Declaración-- el que pasa a ser la fuente específica del derecho que aplicará la Comisión Interamericana, siempre que en la petición se aleguen violaciones de derechos sustancialmente idénticos consagrados en los dos instrumentos
.  En la presente petición se observa que los artículos VI, XVII, XVIII, XXIII consagran derechos sustancialmente idénticos a aquellos protegidos en la Convención Americana, en cuanto a los otros artículos XIV y XXXVII de la Declaración Americana alegados por los peticionarios, de ser pertinente, la Comisión tendría competencia ratione materiae. 
26. En cuanto a la presunta violación de las normas de la Declaración Universal de los Derechos Humanos la Comisión carece de competencia al respecto, sin perjuicio de lo cual puede utilizarlas como pauta de interpretación de las obligaciones convencionales, a la luz de lo establecido en el artículo 29 de la Convención, y los principios de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados.
B.
Requisitos de admisibilidad 
1.
Agotamiento de los recursos internos 

27. El artículo 46(1)(a) de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana.
28. Según el artículo 31 del Reglamento de la Comisión y lo establecido por la Corte Interamericana, toda vez que un Estado alega la falta de agotamiento de los recursos internos por parte del peticionario, tiene la carga de demostrar que los recursos que no han sido agotados resultan “adecuados” para subsanar la violación alegada, vale decir que la función de esos recursos dentro del sistema del derecho interno es idónea para proteger la situación jurídica infringida
.

29. En el presente caso, según surge del expediente el 3 de marzo de 1997 el Juzgado Segundo Provincial de Tránsito de Loja dictó auto cabeza de proceso por la colisión de dos vehículos en la vía que conduce de la ciudad de Loja a Cuenca.  El 10 de marzo de 1997 el Juzgado Segundo se hizo extensivo el proceso en contra del conductor del trailer Volvo y dictó orden de prisión preventiva en su contra, la cual no se hizo efectiva por encontrarse prófugo.  El 15 de octubre de 1997 el Agente Fiscal Segundo de Tránsito de Loja profirió resolución de acusación contra el conductor del trailer y el 12 de noviembre de 1997 convocó a audiencia oral y pública de juzgamiento, la cual se dejó sin efecto en vista de que el encausado continuaba prófugo.  Asimismo, el Juzgado Segundo declaró la suspensión del procedimiento penal de tránsito, sin perjuicio de que el encausado sea aprehendido para que responda ante la justicia.  Finalmente, el 25 de marzo de 2002, transcurrido el término superior a cinco años establecido en el Código Penal desde el dictado del auto cabeza de proceso, el Juez Primero Provincial de Tránsito de Loja declaró la prescripción de la acción a favor del conductor del trailer y ordenó el archivo de la causa.

30. Los peticionarios alegan que se vieron impedidos de interponer recursos contra la resolución de prescripción en vista de que no habrían sido notificados de la misma.  Consideran además que su expectativa de obtener una indemnización por daños y perjuicios se vio obstruida por la prescripción de la acción y que han agotado los recursos judiciales a su disposición, sin obtener justicia en cuanto al establecimiento de responsabilidad del conductor del trailer.  Alegan también que el Estado no tomó las medidas necesarias, más allá de dictar diversas órdenes de captura, a fin de localizar y someter a su jurisdicción al conductor del trailer, aún cuando éste habría participado activamente, a través de su defensor, de la investigación penal.  El Estado no ha proporcionado información sobre las acciones emprendidas por las autoridades judiciales a fin de localizar al acusado y obtener jurisdicción sobre él.
31. El Estado alega por su parte que el reclamo es inadmisible por no satisfacer el requisito previsto en el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana, ya que los peticionarios no invocaron recursos tales como la apelación y nulidad.
32. La Comisión observa que los alegatos de los peticionarios se refieren a la presunta responsabilidad estatal por la falta de debida diligencia en la investigación adelantada por el accidente de tránsito y específicamente en la localización del conductor del trailer.  Los peticionarios indican que el Estado no tomó medidas más allá de dictar órdenes de captura para localizar al acusado a pesar de que éste participó activamente del proceso a través de su defensor y alegan que la actitud pasiva resultó en parcialidad.  Los recursos de apelación
 y nulidad
, a los que hace referencia el Estado en sus alegatos, son de naturaleza extraordinaria y el Estado no ha indicado y no es evidente cómo dichos recursos podrían haber remediado la alegada obstaculización y falta de debida diligencia en la administración de justicia.
33. La Comisión observa que la conducta materia del reclamo se encuentra contemplada en la Ley de Tránsito y Transporte vigente al momento de los hechos y constituye un delito de tránsito de acción pública perseguible de oficio
.  Por lo tanto, el proceso de tránsito constituyó la vía idónea para esclarecer los hechos y posibilitar reparación por daños y perjuicios.  Asimismo, la Comisión entiende que en el contexto de la legislación ecuatoriana la determinación judicial de la responsabilidad de tránsito es presupuesto para la reparación civil por daños y perjuicios
.  En vista de lo anterior, la Comisión considera que el reclamo de los peticionarios satisface el requisito establecido en el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana.
2.
Plazo de presentación de la petición

34. El artículo 46(1)(b) de la Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  En el presente caso, la petición fue recibida el 16 de octubre de 2002 y la última decisión adoptada en el fuero interno fue dictada el 25 de marzo de 2002.  El Estado alega que la petición se excede del plazo establecido en el artículo 46(1)(b).  Por su parte el peticionario alega que no fue notificado de la decisión de prescripción y que se enteró de la misma por terceras personas en octubre de 2003.  Al respecto, la Comisión observa que el Estado no ha controvertido el alegato del peticionario respecto de la ausencia de notificación de dicha decisión, y no ha presentado documentación respecto a la notificación de la misma, por lo tanto la Comisión considera que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.

3.
Duplicación y cosa juzgada

35. El artículo 46(1)(c) de la Convención dispone que para que una petición sea admitida por la Comisión se requerirá que “la materia de petición o comunicación no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional” y en el artículo 47(d) de la Convención dispone que la Comisión declarará inadmisible toda petición o comunicación cuando “sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión u otro organismo internacional”.  No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional.  Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46(1)(c) y 47(d) de la Convención.

4.
Caracterización de los hechos alegados

36. Frente a los elementos presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la Comisión encuentra que en el presente caso corresponde establecer que las alegaciones de los peticionarios relativas a la presunta violación de los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial, de ser probados podrían caracterizar posibles violaciones a los derechos protegidos en los artículos 8(1) y 25 en concordancia con el artículo 1(1) de la Convención Americana.
37. En cuanto al reclamo de los peticionarios sobre la presunta violación de los artículos 3, 5, 21 y 24 de la Convención Americana y los artículos XIV y XXXVII de la Declaración Americana, la Comisión observa que los peticionarios no ofrecieron elementos suficientes para su presunta violación por lo que no corresponde declarar dichas pretensiones como admisibles.
38. Por cuanto la falta de fundamento o la improcedencia de estos aspectos del reclamo no resultan evidentes, la Comisión considera satisfechos los requisitos establecidos en los artículos 47(b) y (c) de la Convención Americana.
V.
CONCLUSIONES
39. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por los peticionarios sobre la presunta violación de los artículos 8(1) y 25 en concordancia con el artículo 1(1) de la Convención Americana y que éstos son admisibles, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.  Asimismo, concluye que corresponde declarar inadmisibles los reclamos sobre la presunta violación de los artículos 3, 5, 21 y 24 de la Convención Americana y los artículos XIV y XXXVII de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre.
40. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
DECIDE:
1. Declarar admisible los reclamos sobre la presunta violación de los artículos 8(1) y 25 de la Convención Americana en relación con el artículo 1(1) del mismo Tratado.
2. Notificar esta decisión al Estado ecuatoriano y a los peticionarios.
3. Continuar con el análisis de fondo de la cuestión.
4. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado ante la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., el día 1º del mes de noviembre de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez, y Rodrigo Escobar Gil, Miembros de la Comisión. 
� Los peticionarios hacen referencia al artículo 75: “Si la muerte de una o más personas, se produjere como consecuencia de un accidente causado por exceso de velocidad, impericia, o a sabiendas de que el vehículo está en malas condiciones mecánicas, la pena será de tres a cinco años de prisión ordinaria, suspensión por igual tiempo de la licencia de conducir y multa de ocho a cuarenta salarios mínimos vitales generales” y al artículo 70: “Sin perjuicio de las contempladas en el Código Penal, son circunstancias agravantes, cuando no son constitutivas o modificatorias de infracción: […] b) Abandonar a los accidentados o no procurarles pudiendo hacerlo, la ayuda requerida; c) Evadir la acción de la justicia por fuga u ocultamiento […]”.


� Los peticionarios hacen referencia al artículo 117 de la Ley de Tránsito y Transporte Terrestre: “el propietario del vehículo o su representante, según el caso, será citado con la querella a solicitud del acusador particular, para los efectos de la responsabilidad civil solidaria”.


� El Estado hace referencia al artículo 123 de la Ley de Tránsito y Transporte el cual establece que “[t]ambién podrá interponerse el recurso de nulidad, de acuerdo a lo previsto en la Sección Tercera, del Título IV, Libro Cuarto, del Código de Procedimiento Penal, en lo que fuere aplicable”.


� El Estado hace referencia a Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párr. 67.


� Corte I.D.H., Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre dentro del marco del Artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-10/89, 14 de julio de 1989, Serie A No. 10, párr. 41.


� CIDH, Informe Nº 03/01, Caso 11.670, Amilcar Menéndez, Juan Manuel Caride y otros., (Argentina), 19 de enero de 2001, párr. 41. 


� Corte I.D.H., Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre dentro del marco del Artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-10/89, 14 de julio de 1989, Serie A No. 10, párr. 46.


� Ver artículo 31(3) del Reglamento y Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párrafo 64.


� Artículo 123 de la Ley de Tránsito y Transporte: “Las partes, dentro de los tres días, contados a partir de la notificación de la sentencia, podrán interponer recurso de apelación para ante la Corte Superior. En los casos de fuero de corte, se estará a lo dispuesto en la Ley Orgánica de la Función Judicial.  También podrá interponerse el recurso de nulidad, de acuerdo a lo previsto en la Sección Tercera, del Título IV, Libro Cuarto, del Código de Procedimiento Penal, en lo que fuere aplicable”.  Artículo 348 del Código de Procedimiento Penal de 1983: “Procedencia del recurso de apelación.- Procede el recurso de apelación cuando alguna de las partes lo interpusiere respecto de las siguientes providencias: 1. De los autos de sobreseimiento provisional o definitivo; 2. Del auto de apertura del plenario; 3. De los autos de inhibición y de prescripción que ponen fin al proceso; 4. De las sentencias absolutorias o condenatorias que se dicten en los procesos que se sustancien en procedimientos  especiales; y, 5. De las sentencias que se dicten en los procesos que, por liquidación y pago de daños y perjuicios, sustancien ante los jueces o tribunales penales”.


� Artículo 360 del Código de Procedimiento Penal: Procedencia.- “Habrá lugar al recurso de nulidad en los casos siguientes: 1. Cuando el Juez o el Tribunal Penal hubiese actuado sin competencia; 2. Cuando no se haya citado el auto cabeza de proceso o la acusación particular, al sindicado o al defensor de oficio; 3. Cuando  no se ha notificado a las partes el nombramiento de peritos, fuera de los casos en que la Ley permite esta omisión; 4. Cuando no se hubiera notificado la sentencia a una de las partes; 5. Cuando el Tribunal Penal no se hubiera integrado en la forma legal; 6. Cuando en la sustanciación de la audiencia del Tribunal Penal se ha violado el procedimiento previsto en este Código; 7. Cuando no se ha notificado la reunión del Tribunal Penal en el plazo a que se refiere el artículo 271; 8. Cuando se ha integrado el Tribunal con uno o más miembros legalmente recusados; 9. Cuando la sentencia no reúna los requisitos exigidos en el artículo 333; y, 10. Cuando en la sustanciación del proceso se hubiera violado el trámite previsto en la Ley”.


� Artículo 57 de la Ley de Tránsito y Transporte: “Los delitos y contravenciones tipificados en la presente Ley de Tránsito y Transporte Terrestres son de carácter culposo y conllevan a la obligación civil y solidaria de pagar costas, daños y perjuicios, por parte de los responsables de las infracciones. La acción para perseguirlos es pública y pesquisable de oficio, dentro de la cual, de haberse interpuesto acusación particular, se establecerá el monto de las obligaciones civiles indicadas”.


� Artículo 118 de la Ley de Tránsito y Transporte: “Toda sentencia condenatoria por infracciones a la Ley de Tránsito conlleva la obligación de pagar costas, daños y perjuicios, a cargo del causante, o el responsable de la infracción. Las obligaciones civiles se harán extensivas solidariamente a las personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, propietarias del vehículo conducido por el sentenciado, en los siguientes casos: a) Si el conductor ostenta las calidades de trabajador, o chofer profesional del propietario, o actuaba con autorización o conocimiento de éste; y, b) Si quien conducía mantiene parentesco con el propietario hasta el segundo grado de consanguinidad o de afinidad”.
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